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Resumen: 
El análisis de la propuesta de ley para la regulación ética de la inteligencia artificial en México busca equilibrar la innovación con los derechos humanos esta iniciativa impulsa una estrategia que requiere supervisión humana constante para evitar problemas con los algoritmos inspirada en el modelo europeo clasifica los sistemas según su nivel de riesgo para proteger a los ciudadanos mexicanos su aplicación en el ámbito legal promete mejorar la eficiencia pero advierte sobre el riesgo de deshumanizar los procesos judiciales los ejes clave incluyen transparencia rendición de cuentas justicia y protección estricta de datos personales de los usuarios el texto enfatiza que cualquier decisión automatizada debe ser explicable y susceptible a revisión por una autoridad humana para garantizar un proceso adecuado propone crear organismos que aseguren el cumplimiento de principios éticos tanto en sectores públicos como privados las complicaciones legislativas enfrentan obstáculos como la brecha digital desigualdades estructurales y efectos ambientales de las infraestructuras tecnológicas se necesita colaboración interdisciplinaria entre juristas ingenieros y filósofos para adaptar las instituciones a la realidad digital del siglo XXI finalmente la ley actúa como un conducto normativo que asegura que la tecnología sea una fuerza para avanzar y no un instrumento de exclusión social.

Abstract: The analysis of the proposed law for the ethical regulation of artificial intelligence in Mexico seeks to balance innovation with human rights. This initiative promotes a strategy that requires constant human supervision to avoid problems with algorithms. Inspired by the European model, it classifies systems according to their level of risk to protect Mexican citizens. Its application in the legal sphere promises to improve efficiency but warns of the risk of dehumanizing judicial processes. Key areas include transparency, accountability , justice, and strict protection of users' personal data. The text emphasizes that any automated decision must be explainable and subject to review by a human authority to ensure a proper process. It proposes the creation of bodies to ensure compliance with ethical principles in both the public and private sectors. Legislative complications face obstacles such as the digital divide, structural inequalities, and the environmental effects of technological infrastructure. Interdisciplinary collaboration between lawyers, engineers, and philosophers is needed to adapt institutions to the digital reality of the 21st century. Ultimately, the law acts as a regulatory conduit that ensures technology is a force for progress and not an instrument of social exclusion.
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I. Introducción
La llegada de la inteligencia artificial en el ámbito cívico de México no ha sido un hecho silencioso sino una explosión tecnológica que obliga al Estado a replantear las bases de su estructura normativa. En este contexto La propuesta de la legislación para la regulación ética de la inteligencia artificial para los Estados Unidos Mexicanos surge no solo como una respuesta técnica a la automatización sino como una declaración de control digital que busca intervenir entre el deseo de innovación y el deber fundamental de proteger los derechos humanos. El análisis de esta propuesta legal revela una clara intención. Se busca evitar que El algoritmo se convierta en un recipiente oscuro e inalcanzable para la justicia especialmente en un país donde la brecha digital y la confusión administrativa han sido obstáculos históricos al entrar en la creación de esta iniciativa vemos que su núcleo no solo está en la eficacia técnica sino en lo que autores como Corvalán llaman "humanidad por diseño" una idea que exige que cualquier sistema de inteligencia artificial sea supervisado por la ética humana[footnoteRef:3].El marco definido para México se nutre de una clara herencia internacional tomando ideas de la Regulación de Inteligencia Artificial de la Unión Europea pero adaptándolas a la realidad del sistema jurídico mexicano. La propuesta establece una categorización de riesgos que es fundamental para entender su aplicación en el ámbito del derecho; No se trata de͏ regularizar la tecnología por sí misma sino de regularizar los efectos que esto provoca en la vida de las personas. [3:  Corvalán, Juan (2023). IA y Justicia: Hacia una Algoritmitización con Rostro Humano. Buenos Aires: Editorial Astrea.
] 

 Aceptar señalar a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico la gobernanza moral de la Inteligencia Artificial debe dar prioridad a la claridad en los algoritmos y a la responsabilidad activa. En el texto legislativo mexicano esto se traduce en la obligación de los desarrolladores y consumidores de sistemas de alto riesgo a asegurar que sus modelos no perpetúen sesgos discriminatorios. Esta solicitud es muy importante cuando hablamos de la introducción de estas herramientas en el ámbito judicial donde la imparcialidad no es una opción sino un requisito constitucional según el artículo 17 de nuestra carta magna. La repercusión de esta regularización en el ambiente jurídico es quizás la más disruptiva graduación de la propuesta. La transición hacia una justicia algorítmica o predictiva promete reducir el trabajo abrumador de los tribunales mexicanos pero al mismo tiempo introduce el riesgo de deshumanizar el proceso. La ley busca establecer protecciones para que el uso de la Inteligencia Artificial en la redacción de oraciones o en el análisis de precedentes no reemplace el juicio judicial. Carbonell destaca que la inteligencia artificial debe ser vista como un copiloto del trabajo jurídico capaz de procesar grandes cantidades de datos pero incapaz de valorar la justicia en términos de equidad social y contexto humano[footnoteRef:4].La propuesta legislativa mexicana busca proteger el debido proceso exigiendo que cualquier decisión judicial que use algoritmos sea explicable y además impugnable ante una autoridad humana evitando así el determinismo tecnológico que podría afectar las garantías individuales. [4:  Carbonell, Miguel  (2025). El Derecho ante la Era Digital: Retos de la Inteligencia Artificial en México. México: Instituto de Investigaciones Jurídicas.] 

Además, la aplicación de inteligencia artificial bajo esta estructura moral transforma el entendimiento del derecho privado y la consulta legal. Los abogados no solo serán guardianes de las leyes sino también revisores de la ética numérica. La legislación mexicana sugiere la creación de organizaciones de supervisión que asegurarán el cumplimiento de principios éticos en el sector privado. Estas organizaciones obligarán a las empresas a adoptar sistemas de cumplimiento muy estrictos. La Propuesta no solo regula, sino que también enseña al sistema judicial sobre la importancia de la integridad de los datos. La calidad de la jurisprudencia en la época numérica dependerá al final de la calidad de los datos con los que se alimentan los sistemas si la información es sesgada el resultado legal será Injusto. Por lo tanto, la ley resalta la trazabilidad de los datos asegurando que el origen de los datos es legal y respeta la privacidad relacionándose estrechamente con el Estatuto Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de Particulares. Al final el análisis de esta propuesta nos lleva a deducir que México está en un punto crítico donde las autoridades deben dejar de ser reactivas para convertirse en preventivas. El impacto de la inteligencia artificial en el ámbito legal no será solo una cuestión de software sino una reconfiguración del pensamiento legal. La ley para la regulación moral de la inteligencia artificial actúa como un puente entre el derecho tradicional y un futuro donde el código es derecho, pero donde este derecho debe seguir siendo humano. El reto para los legisladores y operadores judiciales será igualar la rapidez que propone la tecnología con la cautela que exige la justicia. Al final del día la propuesta mexicana les recuerda que aunque las máquinas pueden calcular probabilidades solo la conciencia humana puede dictar responsabilidades y es precisamente ese límite el que la legislación busca conservar con cuidado para asegurar que la inteligencia artificial sea una fuerza de progreso y no un instrumento de exclusión en el complejo panorama del siglo XXI.
II. [bookmark: _Hlk150520974]La inteligencia artificial y su relación con el derecho
La unión entre la inteligencia artificial y el sistema legal crea sin duda una de las ͏dificultades más profundas y transformadoras que la ciencia del derecho ha enfrentado en la época moderna. Para entender esta relación es importante reconocer que no nos encontramos a nosotros mismos solo ante el avance de las herramientas Informáticas sino ante un cambio grande que afecta el núcleo de la creación la aplicación y la explicación de las normas. Klaus Schwab señala con precisión en su análisis sobre la cuarta revolución industrial que la unión de tecnologías digitales Físicas y biológicas está cambiando cómo vivimos y nos relacionamos[footnoteRef:5]. El derecho como un Sistema Regulador del comportamiento humano no puede ignorar este Fenómeno que altera el concepto tradicional de acción y responsabilidad. [5:  Schwab, Klaus. (2016). The Fourth Industrial Revolution. World Economic Forum.] 

En sus inicios la informática legal se limitaba a la supervisión de documentos y a la automatización de procesos Administrativos, sin embargo, el avance de sistemas de inteligencia artificial y redes neuronales ha cambiado el enfoque hacia lo que Richard Susskind describe como una transformación radical en las profesiones legales[footnoteRef:6]. [6:  Susskind, Richard. (2019). Online Courts and the Future of Justice. Oxford University Press.] 

El derecho no solo se trata de usar la tecnología para aumentar la eficiencia, sino que también tiene la obligación de examinar sus bases en relación con el surgimiento de algoritmos que pueden hacer predicciones sobre decisiones judiciales o redactar contratos por sí mismos.
Esta realidad presenta una tensión dialéctica entre la rapidez del avance tecnológico y la necesaria cautela de las leyes que suelen operar bajo principios de estabilidad y seguridad jurídica que chocan con la naturaleza disruptiva de la inteligencia Artificial. Uno de los pilares de esta relación es lo que llamamos la justicia predictiva. El uso de algoritmos para analizar patrones en la jurisprudencia y predecir resultados de procedimientos promete reducir la incertidumbre, pero al mismo tiempo introduce riesgos sistémicos relacionados con la falta de claridad del algoritmo. 
Frank Pasquale ha advertido mucho sobre la "comunidad de la caja negra" donde las Decisiones que afectan derechos importantes son tomadas por sistemas cuyos procesos lógicos se vuelven difíciles de entender tanto para la gente como para los abogados[footnoteRef:7].En este sentido la conexión entre la inteligencia artificial Y la ley debe basarse en el principio de claridad porque un juicio que no puede explicar el porqué de sus decisiones arriesga invalidarlas y dañar el debido proceso. [7:  Pasquale, Frank. (2015). The Black Box Society: The Secret Algorithms That Control Money and Information. Harvard University Press] 

A medida que avanzamos en la comprensión de estas técnicas surge la necesidad de abordar la personalidad jurídica de los acuerdos autónomos. El diálogo sobre si una inteligencia artificial puede ser un tema de derechos y responsabilidades no es solo académico, sino que tiene consecuencias directas en la ley civil y comercial.
En el año 2017 el Parlamento Europeo propuso la idea de crear una entidad legal para los robots más avanzados llamada persona electrónica con el objetivo de gestionar la responsabilidad por daños[footnoteRef:8], Sin embargo esta postura ha sido recibida con dudas por una parte considerable de la doctrina que sostiene que dar individualidad a los mecanismos podría servir como una estrategia para fabricantes y desarrolladores para eludir sus responsabilidades directas así diluyendo la conexión causal entre la acción humana y el daño resultante. La economía muestra los cambios donde la conexión entre la acción causa confusión para la persona. [8:  European Parliament. (2017). Resolution of 16 February 2017 with recommendations to the Commission on Civil Law Rules on Robotics] 

La responsabilidad civil se convierte entonces en una de las zonas de guerra más confusas. El diseño tradicional basado en errores o descuidos se muestra como deficiente cuando el daño surge de un proceso de aprendizaje autónomo del algoritmo que su creador no pudo prever con exactitud. Ugo Pagallo dice que la norma debe encontrar un equilibrio entre incentivar la novedad tecnológica y proteger a las personas afectadas por posibles fallas del sistema[footnoteRef:9].La transferencia hacia tipos de responsabilidad objetiva o la creación de garantías obligatorias se presentan como soluciones viables aunque requieren una nueva definición de conceptos legales que han permanecido sin cambios por siglos como el de voluntariedad y supervisión. [9:  Pagallo, Ugo. (2013). The Laws of Robots: Crimes, Contracts, and Torts. Springer Science & Business Media.] 

En el Ámbito de la legislación administrativa y constitucional el desarrollo de la Inteligencia artificial en el sector público plantea preguntas sobre la imparcialidad y la no discriminación. Los algoritmos no están exentos de inclinaciones al contrario a menudo reflejan y agrandan los prejuicios presentes en los datos con los que fueron alimentados.
Safiya Noble ha documentado cómo los arreglos algorítmicos pueden mantener desigualdades raciales y de género bajo una apariencia de objetividad técnica[footnoteRef:10].Para la jurisprudencia esto representa un gran reto para asegurar que la automatización de las decisiones administrativas no se convierta en una herramienta de exclusión que viole el principio de igualdad ante la Ley. La intervención humana aquí es una protección necesaria que asegura que el juicio ético y la sensibilidad social del funcionario no sean reemplazados completamente por cálculos probabilísticos. [10:  Noble, Safiya (2018). Algorithms of Oppression: How Search Engines Reinforce Racism. NYU Press.] 

Por otro lado, la propiedad intelectual enfrenta una crisis única de identidad al enfrentar la capacidad de la inteligencia artificial para crear obras artísticas textos y códigos de programación. El derecho del autor que está conectado a la marca de la persona humana se enfrenta a creaciones que no tienen un origen humano directo. Los creadores como Andrés Guadamuz piensan que la ley debe Decidir si estas obras pertenecen al dominio público del programador o al usuario del programa[footnoteRef:11]. [11:  Guadamuz, Andrés. (2017). Do Androids Dream of Electric Copyright? Comparative Analysis of Copyright in Artificial Intelligence Generated Works. Intellectual Property Quarterly.] 

La duda legal actual en este campo crea un ambiente de inseguridad para las empresas creativas y tecnológicas que resalta la necesidad de acuerdos internacionales que unan la protección de la innovación con el acceso a la cultura en la era digital. La confidencialidad y la protección de los datos personales son un pilar clave en esta triada entre tecnología legislación y sociedad es un factor importante.
El reglamento general de protección de datos de la Unión Europea ha señalado un hito al reconocer el derecho de las personas a no ser sometidas a decisiones Basadas solo en el manejo automatizado que causen efectos legales[footnoteRef:12].Sin embargo, la capacidad de la inteligencia artificial para crear perfiles detallados y manejar datos en gran cantidad pone a prueba los límites del consentimiento informado. La supervisión algorítmica y el reconocimiento facial en lugares públicos obligan a derechos penales y procedimientos para pensar en la protección de la privacidad frente al gobierno y algunas empresas que tienen habilidades de control antes solo pensadas en la ciencia ficción. [12:  European Parliament. (2024). Artificial Intelligence Act (EU AI Act). Official Journal of the European Union.] 

De igual manera la formación profesional en el ejercicio del derecho está sufriendo una transformación que no se puede revertir. El crecimiento de los acuerdos inteligentes o arreglos sabios que se basan en la tecnología blockchain permite que las condiciones del contrato se cumplan automáticamente cuando se cumplen ciertos requisitos eliminando así en muchos casos la necesidad de intermediarios legales.
A pesar de que esto ofrece eficiencia y reducción de gastos el derecho contractual debe aclarar cómo manejar los problemas de cumplimiento o la solución de conflictos en un entorno donde el código establece la ley. 
La organización del futuro del abogado no puede limitarse solo al conocimiento de la norma afirmativa, sino que debe incluir una comprensión profunda del lenguaje algorítmico y de la ética digital para él. La economía impulsa los cambios y las empresas deben reducir sus costos para que puedan mantenerse conectadas con los clientes y mejorar los procesos que se realizan para cumplir con las expectativas de los clientes. 
El gobierno de la inteligencia artificial no se puede entender solo desde una vista nacional. Concedida la constitución transfronteriza del derecho público internacional de la tecnología establece una agencia clave en la creación de normas mínimas de seguridad y ética. 
La UNESCO y otras organizaciones globales han trabajado en recomendaciones sobre el código moral de la inteligencia artificial resaltando que la evolución tecnológica debe estar siempre al servicio de la humanidad y un progreso sostenible[footnoteRef:13].El riesgo de una contienda tecnológica de armas que no respeta los derechos humanos es real y estos derechos deben actuar como una barrera que asegura que la libertad del sistema no menoscabe la dignidad de las personas. [13:  UNESCO. (2021). Recommendation on the Ethics of Artificial Intelligence.
] 

En conclusión, la conexión entre la inteligencia artificial y el derecho es una de dependencia y vigilancia constante. La legislación proporciona la base ética y normativa necesaria para que la ingeniería evolucione de manera segura y justa Mientras la inteligencia artificial ofrece herramientas que pueden democratizar el acceso a la justicia y modernizar las instituciones. A pesar de que esta integración no está libre de peligros la deshumanización de los procesos legales y el fortalecimiento de nuevas formas de poder tecnocrático son amenazas que requieren una vigilancia activa por parte de los juristas.
El futuro del Derecho en la era de la inteligencia artificial dependerá de nuestra capacidad para adaptar las instituciones sin renunciar a los valores fundamentales de imparcialidad, justicia y seguridad. No es un tema de detener el progreso sino de guiarlo mediante una norma que sea tan activa como los planes que busca regular. 
Como comunidad nos enfrentamos al desafío de asegurar que La "regla de los Algoritmos" sea siempre un sistema bajo la ley donde la tecnología actúe como un apoyo a nuestras habilidades y no como un cambio en nuestra responsabilidad moral y legal.
La comunicación entre ingenieros expertos legales y filósofos será el mecanismo que permitirá la creación de un sistema legal donde la innovación y la protección de los derechos humanos coexistan de manera armoniosa asegurando que las leyes prevalezcan en el espacio digital del siglo XXI.
Este crecimiento pide también un compromiso con la enseñanza legal constante. Los tribunales y las empresas de abogados deben incluir expertos en ciencia de datos para evaluar la confianza de las pruebas algorítmicas y auditar los sistemas usados en la toma de decisiones. La justicia no solo debe ser lograda sino que también debe ser vista como justa y en el entorno digital eso significa que los procesos deben ser verificables y explicables para uno mismo.
La inteligencia artificial no restaurará la ley, pero hará que sea más precisa y se conecte de nuevo con su objetivo original que es buscar la armonía social mediante el pensamiento y las reglas. Ella bajará sus costos Mientras también la economía impulsa los cambios que están relacionados con nuevas eficiencias.
La tarea que tienen los legisladores y las autoridades académicas es de gran tamaño. Ellos deben escribir Leyes que sean lo suficientemente claras para ser efectivas pero también generales para no volverse antiguas antes de que se seque la tinta de su publicación.
Es en este lugar de duda donde la ideología jurídica tiene la oportunidad de brillar dando la claridad necesaria para guiar las aguas agitadas de la automatización global. La inteligencia artificial y la ley están destinadas a avanzar juntas y de la calidad de su relación dependerá en gran parte la calidad de la democracia y la libertad en los próximos años. Los estudiosos del Derecho deben aumentar sus esfuerzos para desentrañar las complejidades de las regulaciones de IA y ofrecer claridad a los legisladores mientras lidian con nuevos avances tecnológicos.
III. Marco jurídico de la implementación de la inteligencia artificial en el derecho y los ejes éticos 
La integración de la inteligencia artificial͏ en el campo del derecho no solo representa un avance tecnológico sino también un cambio de modelo que redefine los fundamentos de la ley, la seguridad legal y el trabajo profesional. Para entender el marco jurídico que regula esta transformación es necesario analizar cómo la legislación ha dejado de ser un simple objeto de automatización para convertirse en un tema de cambio algorítmico. En los últimos años el cambio de la informática jurídica tradicional a sistemas más profundos ha llevado a organizaciones globales y gobiernos a replantear las categorías clásicas de responsabilidad personalidad y debido proceso. Nick Bostrom explica en su obra fundamental Superintelligence: Paths, Dangers, Strategies[footnoteRef:14] que nos encontramos frente a una tecnología cuya capacidad de procesamiento y toma de decisiones podría superar la comprensión humana. Esto significa que el diseño de los sistemas legales no debe ser solo reactivo sino también preventivo y profundamente arraigado en valores. Esta solicitud de Bostrom sobre el dilema de la alineación se lleva al ámbito jurídico como la necesidad de asegurar que los algoritmos que ayudan en la redacción de sentencias o en la predicción de riesgos procesales operen bajo principios que no ofendan la dignidad humana. [14:  Bostrom, Nick. (2014). Superintelligence: Paths, Dangers, Strategies. Oxford University Press
] 

El marco jurídico internacional ha empezado a formarse a través de herramientas como la Regulación ͏de Inteligencia Artificial de la Unión Europea que abre un camino basado en riesgos. Este cuerpo normativo clasifica las aplicaciones de la inteligencia artificial según su capacidad para dañar derechos fundamentales. Se restringen aquellas que realizan vigilancia biométrica Intrusiva o que manipulan el comportamiento humano. Además, se someten a condiciones estrictas los sistemas de alto riesgo especialmente aquellos destinados a la administración de justicia y la resolución alternativa de conflictos. La importancia de este marco está en su esfuerzo por reducir la falta de claridad de los "recipientes negros" un fenómeno que Luciano Floridi describe en su análisis sobre la ética de la información como un obstáculo para la rendición de cuentas[footnoteRef:15].En este contexto el derecho a una explicación que proviene del Reglamento General de Protección de Datos de la Unión Europea se convierte en un pilar del marco jurídico que exige que cualquier decisión automatizada que afecte significativamente a un ciudadano pueda ser descompuesta y entendida por una persona. [15:  Floridi, Luciano. (2019). The Logic of Information: A Theory of Philosophy as Conceptual Design. Oxford University Press] 

En la masa terrestre americana el desarrollo normativo ha sido más fragmentado, aunque no menos fuerte, países como Brasil y Chile han avanzado en propuestas legislativas que buscan equilibrar el impulso a la innovación con la protección de los derechos individuales. Sin embargo, la base común de estos esfuerzos se encuentra en las Recomendaciones sobre el Ethos de la Inteligencia Artificial de UNESCO[footnoteRef:16] que enfatizan Que el marco judicial Debe ser el brazo ejecutor del eje ético. Estas recomendaciones destacan que la rectitud no se puede delegar ciegamente en sistemas autónomos porque lo correcto tiene una carga de valores que la lógica binaria no siempre puede captar. Al respecto la doctrina ha preguntado si es posible crear una "personalidad jurídica electrónica". Aunque el Parlamento Europeo investigó esta posibilidad en 2017 la tendencia actual apoyada por la mayoría de los juristas y filósofos del derecho es mantener la responsabilidad en los operadores humanos desarrolladores usuarios y propietarios para evitar vacíos jurídicos donde los daños causados por un algoritmo queden sin reparación[footnoteRef:17]. [16:  UNESCO. (2021). Recomendación sobre la Ética de la Inteligencia Artificial.]  [17:  Consejo de Europa. (2018). European Ethical Charter on the use of Artificial Intelligence in judicial systems and their environment.] 

El primer eje ético que sostiene este andamiaje jurídico es la transparencia y la explicabilidad. En el derecho, donde la motivación de las sentencias es una garantía constitucional, la utilización de algoritmos que no pueden explicar el porqué de su resultado es intrínsecamente problemática. Frank Pasquale, en su obra “The Black Box Society”[footnoteRef:18], advierte que la falta de transparencia en los sistemas de calificación crediticia y judicial puede perpetuar injusticias sistémicas bajo un velo de objetividad matemática. Por ello, el marco jurídico debe exigir auditorías algorítmicas y el acceso al código fuente o, al menos, a la lógica subyacente de los datos de entrenamiento. Aquí es donde la visión de Bostrom sobre la seguridad de la IA adquiere una dimensión práctica: si no podemos entender cómo un sistema llega a una conclusión, no podemos garantizar que ese sistema esté operando dentro de los límites de la legalidad o de la ética humana. La transparencia no es solo una característica técnica, sino un requisito previo para la justicia. [18:  Pasquale, Frank. (2015). The Black Box Society: The Secret Algorithms That Control Money and Information. Harvard University Press] 

El segundo eje fundamental es la equidad y la no discriminación. Los esquemas de la IA toman información de datos antiguos que a menudo incluyen raza género o aspectos económicos. En la justicia penal el uso de herramientas como COMPAS en Estados Unidos para predecir la reincidencia ha mostrado que sin una regulación estricta la tecnología podría aumentar los prejuicios anteriores en lugar de eliminarlo. Virginia Eubanks en “Automating Inequality” describe cómo el plan de sistemas automatizados a menudo castiga desproporcionadamente a las poblaciones más vulnerables[footnoteRef:19].Por lo tanto el marco jurídico debe imponer compromisos de limpieza de datos y estudios constantes sobre prejuicios. La neutralidad tecnológica es una invención, cada código lleva consigo un juicio político o ético y es tarea de la ley afirmar que ese juicio está en línea con el principio de igualdad ante la ley para todos. [19:  Eubanks, Virginia. (2018). Automating Inequality: How High-Tech Tools Profile, Police, and Punish the Poor. St. Martin's Press
] 

Un eje terciario es la responsabilidad y la presentación de cuentas. La complejidad del canal de inteligencia artificial desde el recolector de datos hasta el último implementador crea dificultades en la aplicación de la responsabilidad civil tradicional. 
La ley está cambiando hacia nuevas formas de responsabilidad para sistemas de inteligencia artificial peligrosos donde los daños deben ser compensados sin importar la culpa. Esto hace difícil probar negligencia en procesos computacionales autónomos. Esta conversación está relacionada con la preocupación de Bostrom por el peligro existencial, aunque una inteligencia artificial jurídica no causará la desaparición de la humanidad. Una inteligencia artificial mal alineada que controla la posesión o la autonomía de las Personas puede causar Daños irreversibles si no existen Mecanismos claros de responsabilidad legal.La supervisión humana o la idea de "humano en el ciclo" es la protección clave en este sistema que asegura que la decisión final siempre sea tomada por una persona.
La privacidad y la protección de datos son el cuarto eje ético y legal. La inteligencia artificial necesita mucha información para ser eficaz lo que choca con el derecho básico a la privacidad. En el ejercicio del derecho el secreto profesional y la confidencialidad de los archivos judiciales son bases que no se pueden sacrificar por la eficiencia tecnológica. La aplicación de técnicas como la privacidad diferencial o el aprendizaje federado permite entrenar modelos sin poner en riesgo los datos sensibles de las personas, pero el marco legal debe ser claro al prohibir el uso de información delicada para fines que no han sido autorizados o que no están protegidos por una base legal clara. La soberanía de los datos se convierte en una extensión de la soberanía personal en el ambiente digital.
Por último el eje de la sostenibilidad y el bienestar común nos recuerda que la Inteligencia artificial en la ley no debe buscar sustituir al abogado o al juez sino mejorar su capacidad para servir al bienestar general. Nick Bostrom sugiere que el paso hacia una sociedad con inteligencia avanzada debe ser manejado para que los beneficios se distribuyan de manera justa. En el ámbito judicial esto se traduce en la entrada a la justicia. Si las herramientas de inteligencia artificial más poderosas solo están disponibles para las grandes empresas o los conglomerados la brecha de desigualdad será mayor. El marco jurídico debe, por lo tanto, promover una inteligencia artificial comunitaria que ayude a la gente a entender sus derechos y el Acceso a procedimientos legales simples democratizando el conocimiento jurídico que antes Estaba limitado a un grupo técnico y solamente para ellos.
En Conclusión, el marco legal de la Inteligencia artificial es un esfuerzo que busca atrapar una realidad tecnológica que se mueve más rápido que las leyes. La ética no es un complemento opcional sino el núcleo sobre el cual cada norma debe girar. Al comprender las advertencias de pensadores como Bostrom sobre la necesidad de un control estricto y una alineación de valores el sistema legal requiere su propia existencia. La meta no es la automatización total de la equidad sino la creación de un esquema híbrido donde la eficacia del mecanismo potencia el juicio y el sentido de equidad del ser humano siempre manteniendo la dignidad de la persona como el fin superior de cualquier algoritmo.
IV. [bookmark: _Hlk168644929]Análisis de la propuesta de Ley para la Regulación Ética de la Inteligencia Artificial para los Estados Unidos Mexicanos.
El fenómeno de la inteligencia artificial ha pasado de ser una curiosidad científica a un eje que͏ gira alrededor de nuevas estructuras sociales económicas y legales de la modernidad. En el contexto mexicano la necesidad de crear un Marco normativo que combine el avance tecnológico con la protección de los derechos fundamentales se ha convertido en varias propuestas especialmente la idea de generar una Ley para la Regulación Ética de la Inteligencia Artificial para los Estados Unidos Mexicanos. Este análisis sugiere examinar las implicaciones retos y valores de esta propuesta entendiendo que legislar sobre lo intangible requiere no solo técnica jurídica sino también una profunda sensibilidad humanista. Luciano Floridi señala de manera clara en su obra principal La ética de la inteligencia artificial, que la ética no debe verse como un obstáculo para la innovación sino como el camino que permite que el avance no se desvíe hacia la deshumanización[footnoteRef:20]. En México esta discusión se da en una etapa complicada donde la brecha digital y la desigualdad económica imponen condiciones especiales para la implementación de sistemas algorítmicos.  [20:  Floridi, Luciano. (2023). The Ethics of Artificial Intelligence: Principles, Challenges, and Opportunities. Oxford: Oxford University Press.] 

La creación de una receta en este tema responde a la necesidad de reducir los riesgos que ya se ven en el ámbito público y privado. La propuesta de ley en México busca alinearse con los lineamientos internacionales expresados por la UNESCO en su recomendación sobre la ética de la inteligencia artificial. Esta recomendación destaca la importancia de la claridad el rendir cuentas y la imparcialidad[footnoteRef:21].Al analizar el contenido de la propuesta se observa una clara intención de clasificar los métodos de inteligencia artificial según su nivel de riesgo un enfoque que imita el modelo europeo del AI Act pero que debe adaptarse a la realidad institucional mexicana. Según lo expuesto por expertos como Corina Yoris en sus análisis sobre derecho y tecnología el riesgo no está solo en la fuerza del procesamiento del algoritmo sino en la falta de claridad de los datos de entrenamiento que pueden mantener prejuicios de género raza o clase social aspectos especialmente sensibles en un país con una historia marcada por exclusiones. [21:  UNESCO. (2021). Recomendación sobre la Ética de la Inteligencia Artificial.] 

En este análisis uno de los pilares fundamentales de la propuesta examinada es la creencia en la autodeterminación humana. El texto legal indica que ninguna decisión automática que afecte de manera importante los derechos de un ciudadano mexicano debe carecer de una revisión humana. Esta idea que Shoshana Zuboff llama la lucha contra el capitalismo de vigilancia en su libro homónimo “La era del capitalismo de vigilancia” es importante para evitar que el Estado o grandes empresas deleguen su responsabilidad ética en cajas negras computacionales[footnoteRef:22].La propuesta mexicana solicita que el ciudadano tenga el derecho a una clara explicación sobre cómo un sistema de inteligencia artificial llegó a una decisión concreta especialmente en áreas importantes como la justicia el bienestar y la confianza financiera. Sin embargo, la aplicación de este derecho a los efectos se enfrenta directamente con la protección de secretos industriales y la propiedad intelectual de las empresas tecnológicas un conflicto que la ley debe resolver mediante un equilibrio adecuado. [22:  Zuboff, Shoshana. (2019). The Age of Surveillance Capitalism: The Fight for a Human Future at the New Frontier of Power. New York: PublicAffairs.
] 

Siguiendo con la investigación el decreto propuesto crea el inicio de un ente de supervisión o tal vez la ampliación de poderes de instituciones existentes como el Instituto Nacional de Transparencia Acceso a la Información y Protección de Datos Personales INAI, hoy Transparencia para el Pueblo. La discusión en el Congreso de la Unión ha girado en torno a si México tiene las habilidades técnicas y financieras para supervisar de manera efectiva el cumplimiento de normas éticas en algoritmos que son muy complejos. Según Miguel Carbonell en su análisis sobre la Constitución y los Derechos fundamentales la protección de la privacidad en la era digital 2022 requiere una actualización de los artículos 6 y 16 de la Constitución para Incluir claramente el derecho a la identidad digital y a la protección algorítmica. La ley propuesta no puede funcionar en el vacío sino que debe Integrarse de manera orgánica con la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares creando un ecosistema jurídico sólido que no ahogue a las startups mexicanas sino que establezca límites claros para las grandes empresas tecnológicas transnacionales
La temática de la inclinación algorítmica ocupa un lugar importante en la historia de hacer reglas. En un país donde la inequidad estructural es una realidad documentada por instituciones como el CONAPRED la implementación de sistemas falsos para la selección de personal o la entrega de agendas públicas podría aumentar estas desigualdades si los datos no son revisados. Safiya Noble en su obra principal “Algoritmos de Oposición” advierte que los algoritmos no son imparciales, sino que reflejan las preferencias y opiniones de quienes los diseñan. La Propuesta mexicana sugiere investigaciones periódicas para situaciones de alto riesgo una medida que, aunque necesaria presenta problemas Logísticos importantes. Quien tiene la autorización ética y técnica en México para confirmar que un algoritmo es correcto. Esta pregunta abre la puerta a la necesidad de crear una verdadera interdisciplinariedad donde filósofos ingenieros expertos legales y sociólogos trabajen juntos en la redacción de las normas técnicas que guiarán la ley que deben considerar. La economía impulsa los cambios en las certificaciones técnicas que bajan sus costos y elevan los estándares para auditores externos pero su trabajo aún no está terminado.
Otra vista importante de la propuesta es͏ la responsabilidad civil y penal que deriva del Uso de inteligencia artificial. En la doctrina jurídica tradicional la responsabilidad suele recaer en la persona que actúa con engaño o culpa, sin embargo, cuando un esquema autónomo causa un daño el rastreo de la responsabilidad se diluye. La propuesta de ley mexicana trata sobre la responsabilidad objetiva para los creadores y usuarios de sistemas de inteligencia artificial que son muy peligrosos. Se basa en las Charlas de la Comisión Europea. Sin embargo autores como Elena Esposito en su obra “Artificial Communication: How Algorithms Forget and Predict” proponen que debemos repensar la noción de Agencia en el siglo XXI[footnoteRef:23].Si México adopta una postura demasiado punitiva corre el riesgo de desincentivar la inversión extranjera en tecnología si es muy flexible deja a la ciudadanía frente a errores catastróficos de algoritmos. [23:  Esposito, Elena. (2022). Artificial Communication: How Algorithms Forget and Predict. Cambridge: MIT Press.
] 

La parte económica d͏e la regularización no se puede ignorar. Mexico como parte del T-MEC tiene compromisos internacionales en el tema del comercio digital que limitan la capacidad del Estado para exigir el pago de códigos de origen. La propuesta de ley para la regulación ética debe manejar estas aguas turbulentas asegurando que la soberanía tecnológica no se convierta en una justificación para el proteccionismo sino en una herramienta para El desarrollo nacional. El desarrollo de un "Intelecto Artificial con sabor mexicano" como han propuesto los maestros de la UNAM, el IPN y la UAM significa que la ley también debe apoyar la creación de bases de datos locales que reflejen nuestra diversidad lingüística y cultural. Así se evita La colonización algorítmica que ocurre cuando los sistemas se entrenan solo con datos del norte global lo cual les da una ventaja competitiva. 
En relación con la protección nacional la propuesta toca de manera indirecta el uso de inteligencia artificial en el monitoreo social y el reconocimiento facial que puede ser quizás el punto más polémico. Diversas organizaciones de la sociedad civil en México han denunciado el uso de software de espionaje y la ley sobre inteligencia artificial representa una oportunidad para prohibir claramente el uso de identificación biométrica en tiempo real en lugares públicos salvo en casos de amenaza inmediata a la vida. La ética de la solicitud debe prevalecer sobre la ética de la orden. Kate Crawford señala en “ The Atlas of IA” que la inteligencia artificial es un registro de poder y la norma debe centrarse en cómo se distribuye ese poder[footnoteRef:24].Una ley que no limita el poder punitivo del Estado mediante el uso de la tecnología es una ley insuficiente y puede ser peligrosa para la democracia en México. [24:  Crawford, Kate. (2021). The Atlas of AI: Power, Politics, and the Planetary Costs of Artificial Intelligence. New Haven: Yale University Press.
] 

La propuesta también habla de la sostenibilidad ecológica de la inteligencia artificial. El cuidado de lenguajes grandes consume muchísima energía y agua para el refrigerante de los espacios de datos. En el contexto de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de La Agenda 2030 la legislación mexicana busca solicitar informes sobre el impacto ambiental a las empresas que tienen grandes infraestructuras de inteligencia artificial en el país este enfoque es nuevo y necesario porque las moralidades no solo se refieren a la relación entre el Ser humano y la máquina sino también a la conexión de la tecnología con el medio ambiente y es un paso innovador. No podemos permitir que la digitalización del país pase factura a sus recursos naturales. El gobierno mexicano sabe la necesidad de cuidar su agua.
A medida que avanzamos en este trabajo se hace evidente que la propuesta de ley para la regulación ética de la inteligencia artificial en México es un documento con buenas Intenciones, pero difícil de llevar a cabo. La falta de una cultura de alfabetización digital en gran parte de la población mexicana hace que sea difícil aplicar derechos como el desafío de las decisiones automatizadas en la práctica. Para eso la ley debe ir acompañada de una estrategia nacional de educación que prepare a las nuevas generaciones no solo para usar la inteligencia artificial sino también para cuestionarla y evaluarla desde un punto de vista crítico. La educación ética debe ser la base sobre la cual se construye la infraestructura digital del país.
En otra fachada la propuesta legislativa debe considerar la flexibilidad necesaria para no caer en desuso en unos meses. La rapidez de la innovación tecnológica siempre supera la lentitud del proceso legislativo. En esta sensibilidad el uso de espacios de prueba reguladores o terrenos de prueba controlados es loable. En las empresas se les permite probar nuevas aplicaciones de inteligencia artificial bajo la supervisión del estado que regula para aprender de experiencias pasadas antes de establecer normas estrictas. Esta forma de trabajar que ahora se utiliza en el sector Fintech en México puede ser la base para una regulación activa y Efectiva para ella. La economía impulsa los cambios. 
En conclusión, el análisis de la propuesta de ley nos lleva a pensar sobre el papel de México en el ámbito mundial. No se trata solo de ser consumidores de tecnología sino de ser reguladores sabios que ofrecen una perspectiva particular al debate mundial. El código moral de la inteligencia artificial en México debe ser un código que incluya los lenguajes originarios y proteja a los trabajadores de la automatización agresiva. Además, debe Asegurar que los beneficios de su desarrollo se distribuyan de manera justa. La ley es solo el inicio la verdadera regulación ocurrirá En la cultura de las empresas y en la vigilancia activa de la sociedad civil. 
En juicios definitivos la propuesta de legislación para la regulación ética de la inteligencia artificial en los Estados Unidos Mexicanos representa un paso valiente hacia el envejecimiento digital del estado nación. Aunque se enfrenta a grandes pruebas en el ámbito de la armonización internacional la competencia institucional y la neutralidad tecnológica su existencia es un agradecimiento que el futuro no puede dejarse al azar o a las decisiones unilaterales del centro comercial. La protección de la dignidad humana debe seguir siendo la norma más importante sin importar cuánta potencia se despliegue. El ser humano se encuentra frente a un espejo de nuestras propias creaciones y la ley es el marco que debe asegurar que lo que vemos en ese espejo refleje nuestras mejores virtudes y no nuestros más profundos prejuicios. El camino hacia una inteligencia artificial ética en México es largo y complicado pero sin duda es el único camino que vale la pena seguir si queremos un desarrollo tecnológico que realmente esté al servicio de la gente.
V. A manera de conclusión.

La inclusión de la inteligencia artificial en el sistema jurídico mexicano no solo introduce nuevas herramientas informáticas, sino que provoca un cambio profundo que afecta las bases de la creación y aplicación de normas. Al analizar la propuesta de la Ley para la Ordenanza Ética de la Inteligencia Artificial en México se percibe un cambio necesario de un Estado reactivo a uno preventivo donde la legislación busca funcionar como un puente entre los derechos tradicionales y un futuro digital donde el código es esencialmente ley. Este cambio de imagen nos presenta lo que muchos autores llaman "humanidad por diseño" una exigencia ética que dice que cualquier sistema automatizado debe estar bajo la supervisión constante del entendimiento humano esto ha sido marcado históricamente por brechas digitales y confusiones administrativas, la propuesta legislativa aparece como una declaración de dominio digital intentando evitar que los algoritmos se conviertan en cuerpos oscuros inaccesibles para la justicia.
Esta norma mexicana en crecimiento no ocurre en un vacío sino que se alimenta profundamente de un legado transnacional especialmente de la Regulación de Inteligencia Artificial de la Unión Europea y las recomendaciones de UNESCO. El comportamiento aprehendido es el de un gobierno basado en peligros donde la meta no es administrar la tecnología en sí misma sino más bien los posibles efectos perturbadores que esta puede causar en la vida de las personas. Para México esto se convierte en una clasificación estricta de los sistemas de IA especialmente aquellos de alto riesgo que podrían perpetuar sesgos discriminatorios en el ámbito judicial donde la imparcialidad es un requisito constitucional no negociable según el artículo 17 de nuestra Carta Magna dijo ella. 
La relación entre la inteligencia artificial y el derecho se muestra en un proceso importante llamado justicia predictiva. Aunque la promesa de reducir la carga del trabajo en los tribunales mexicanos es interesante existe un riesgo oculto de deshumanizar el proceso judicial. La legislación propuesta debe asegurar que la inteligencia artificial funcione solo como un "copiloto" del trabajo legal capaz de manejar grandes volúmenes de datos pero inherentemente incapaz de valorar la justicia en términos de equidad social y circunstancias humanas. En esta idea cualquier decreto judicial ayudado por algoritmos debe ser un mandato ético y legal explicable y polémico ante una jurisdicción humana evitando así un determinismo tecnológico que daña las garantías individuales y el debido proceso.
El problema de la claridad técnica se convierte en un dilema al enfrentar lo que Frank Pasquale llama la sociedad del receptáculo negro. La falta de claridad en los procesos lógicos de los algoritmos puede afectar la responsabilidad porque un juicio que no puede explicar por qué toma sus decisiones pone en peligro su legitimidad. Para eso el marco jurídico mexicano debe requerir un seguimiento de los datos que no solo valore la privacidad y la Ley Federal de Protección de Datos Personales sino que asegure que el origen de la información sea legal y libre de sesgos que puedan llevar a resultados judiciales injustos. La calidad de nuestra ley en la era digital dependerá al final de la integridad de los datos con los que brindamos estos acuerdos.
Una de las discusiones más complicadas y divididas que enfrenta la doctrina es la posible creación de una "persona jurídica electrónica" para los desarrollos de inteligencia artificial más avanzados. En casos globales como el Parlamento Europeo se exploró la idea de una "persona electrónica" para gestionar responsabilidades por daños. La postura principal en México y en gran parte de la doctrina jurídica actual es de cuidado. Hay un temor bien fundado de que dar individualidad a los automatismos sirva como una estrategia para que los fabricantes y desarrolladores eviten su responsabilidad directa. Esto reduce la relación causal entre la acción humana y el daño resultante. Por lo tanto, el marco legal debe ser claro al mantener la responsabilidad en los operadores humanos desarrolladores y usuarios evitando vacíos legales donde las personas afectadas por fallos de los algoritmos queden desprotegidas.
En el campo de la responsabilidad civil nos encontramos en un entorno de pensamiento porque los planes establecidos basados en errores o descuidos son insuficientes al enfrentar procesos de aprendizaje independientes cuyos creadores no pudieron prever con claridad. La propuesta de legislación en México se enfoca en formas de responsabilidad objetiva para sistemas de inteligencia artificial peligrosos donde los daños Deben ser compensados sin importar la falta probada. Esta metodología busca equilibrar la necesidad de renovación tecnológica con la protección necesaria de las personas reconociendo que la supervisión humana o el concepto del "humano en el centro" es la clave para asegurar que la decisión final siempre esté en manos de alguien con juicio moral que son ellos. 
La justicia y la no discriminación son pilares morales indispensables en el uso de la Inteligencia artificial en la parte pública y comunitaria de México. Los cálculos algorítmicos a menudo reflejan y amplifican los prejuicios que están en los datos históricos. Esto puede convertir la automatización en una herramienta de exclusión que rompe con el principio de igualdad ante la ley. En un estado donde hay grandes desigualdades es muy importante que las leyes exijan procesos de limpieza de datos y valoraciones constantes para evitar el castigo desproporcionado a los grupos más vulnerables. La imparcialidad tecnológica es como muchos expertos dicen una herramienta cada línea de código lleva una decisión política o ética que debe estar en armonía con los valores fundamentales de nuestra constitución. La economía impulsa los cambios y estos deben estar en línea con los valores fundamentales de nuestras leyes establecidas.
En la fachada opuesta la propiedad intelectual enfrenta una crisis única de personificación al enfrentar la habilidad de la inteligencia artificial para crear obras artísticas y códigos de programación sin mediación humana directa. El derecho de autoría que se relaciona con la huella de la individualidad humana debe ser redefinido para decidir si estas creaciones pertenecen al dominio público del programador o al usuario del sistema. Esta incertidumbre legal crea un ambiente de inestabilidad para las empresas Creativas y tecnológicas en México lo que destaca la necesidad de establecer acuerdos internacionales y normas locales que unan la protección de la innovación con el acceso a mejoras en la era digital
La privacidad de los datos y la soberanía representan el cuarto pilar importante de esta transformación. El deseo voraz de información que necesitan los sistemas de inteligencia artificial para mostrar eficacia choca directamente con el derecho fundamental a la privacidad y la confidencialidad de los registros judiciales. El marco jurídico mexicano debe ser claro al prohibir el uso de información sensible para fines no autorizados promoviendo técnicas como la privacidad diferencial que permite el entrenamiento de modelos sin poner en riesgo las identidades de los ciudadanos. En este contexto la soberanía de los datos se transforma en una extensión de la soberanía personal que requiere un cambio de los artículos 6 y 16 de la Constitución para incluir el derecho a la identidad digital y a la protección algorítmica.
Desde un panorama institucional la legalización propuesta sugiere el inicio de entidades de supervisión o el aumento de habilidades de organismos existentes como el INAI sin embargo surge una duda legítima sobre si México tiene las capacidades técnicas y financieras para auditar correctamente algoritmos muy complejos. La respuesta a esta pregunta está en la interdisciplinariedad la creación y supervisión de las normas técnicas debe incluir no solo abogados sino también ingenieros filósofos y sociólogos que puedan evaluar la fiabilidad de las pruebas algorítmicas y asegurar que la inteligencia artificial sea una fuerza de avance y no de exclusión para ellos. 

El impacto económico y la sostenibilidad ambiental de la inteligencia artificial son factores que no se pueden ignorar en el marco legal mexicano. Dentro del marco del USMCA México debe navegar con cuidado entre la autonomía tecnológica y sus acuerdos globales asegurando que la norma no se convierta en un obstáculo para el desarrollo nacional sino en una herramienta para el crecimiento ético. Del mismo modo el comienzo de una inteligencia artificial mexicana es importante para evitar la dominación algorítmica que ocurre cuando los sistemas se enseñan solo con datos del hemisferio norte sin considerar nuestra diversidad lingüística y cultural. La ley sobre el medio ambiente crea una nueva oportunidad para exigir informes sobre el impacto ecológico debido al alto uso de energía y agua en las infraestructuras de datos.
Esta norma también demanda un compromiso con la enseñanza y la alfabetización digital. Una ley, aunque bien intencionada puede ser difícil de aplicar si la gente no está lista para cuestionar y evaluar críticamente las decisiones automatizadas. La Didáctica legal debe cambiar para incluir el entendimiento del lenguaje algorítmico y la ética digital preparando a los futuros abogados para ser no solo guardianes de las leyes sino también examinadores de las normas numéricas. El uso de pruebas regulatorias o espacios de ensayo se presenta como una estrategia valiosa para permitir la innovación bajo la supervisión del estado aprendiendo de las experiencias antes de establecer normas rígidas que podrían volverse obsoletas rápidamente.
En resumen la propuesta del Estatuto para la Ordenanza Ética de la Cognición Artificial en los Estados Unidos Mexicanos representa un paso valiente y necesario hacia el envejecido mundo digital del País no se trata de detener el avance sino de dirigirlo a través de leyes que sean tan dinámicas y vivas como la tecnología que buscan regular. La aspiración final no es la completa automatización de la justicia sino la creación de un esquema hibrido donde la eficacia de los mecanismos potencia el juicio humano manteniendo siempre la dignidad del individuo como el objetivo más importante de cualquier algoritmo para ellos.
El futuro de la legislación en México dependerá de nuestra capacidad para adaptar las instituciones sin ceder a los valores de imparcialidad justicia y seguridad jurídica. La inteligencia artificial no reemplazará la legislación sin embargo tiene el potencial de hacerla más detallada y de volver a conectar con su objetivo inicial que es buscar la armonía social mediante reglas claras y lógicas. Mientras los mecanismos están activados para calcular probabilidades solo la conciencia terrestre puede ordenar responsabilidades. Es preciso que la delimitación que busca conservar la codificación mexicana asegure que en el espejo de nuestros dispositivos tecnológicos reflejen siempre nuestras mejores cualidades y no sus prejuicios más profundos.
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